El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS DE PETICIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA.
Preciso es señalar que si bien la jurisprudencia tiene decantado que, en principio, la acción de tutela carece de idoneidad para reclamaciones de tipo laboral o prestacional, ya que ha sido concebida como un mecanismo residual y subsidiario para la protección o restablecimiento de los derechos fundamentales y procede cuando no existe otro mecanismo de defensa o cuando existiendo el mismo es ineficaz para el goce pleno de los derechos, lo cierto es que éste bien puede considerarse como uno de esos especiales casos en los que la situación se tiene que analizar desde la perspectiva de la vulneración del mínimo vital de una persona que, por causa de una enfermedad general o profesional, o un accidente, cae en incapacidades que le deben generar una retribución a cargo de alguna de las entidades del SGSS, pero no se le reconocen. (…)
… contrario a lo esgrimido en primera instancia, el amparo es procedente porque lo que aquí se alega, precisamente, es la conculcación al derecho fundamental al mínimo vital derivado de la falta de subvención por incapacidad de una persona de especial protección constitucional, que viene reportándose incapacitada desde hace más de 10 meses. (…)


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

  

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

   
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre veinte de dos mil dieciocho   
Expediente 66001-31-21-001-2018-00071-01
Acta N°  457 del 20 de noviembre de 2018
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el accionante, contra la sentencia proferida el 9 de octubre último por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en esta acción de tutela propuesta por José Fernando Gálvez Orozco frente a la impugnante y la Nueva E.P.S., Colpensiones, Seguros de Riesgos Laborales Suramericana S.A. – Sura A.R.L. y Liberty Seguros A.R.L.; a la que fueron vinculados JIRO S.A. y la Empresa de Energía de Pereira S.A. – E.S.P.
ANTECEDENTES

Por conducto de apoderado judicial, José Fernando Gálvez Orozco, reclamó la protección de sus derechos fundamentales “de petición, seguridad social y mínimo vital”, vulnerados, dijo, por las entidades accionadas que se niegan a reconocer, liquidar y pagar en su favor las prestaciones económicas por concepto de incapacidades por la enfermedad que padece a raíz de un accidente laboral.
Manifestó, en resumen, que como operario liniero PQR, al servicio de la Empresa de Energía de Pereira, en misión de JIRO S.A., el 15 de mayo del año 2016, sufrió un accidente laboral que le ocasionó lesiones en su espalda y en su rodilla izquierda. Debido a lo anterior, la Nueva E.P.S. le otorgó incapacidades por contingencia laboral desde el 25 de agosto del año 2016, hasta el 5 de agosto del año 2017. Empero, a partir del 5 de agosto del año 2017, el médico tratante, inexplicablemente autorizó su reintegro  laboral, con algunas restricciones. 

El 9 de octubre del año anterior, nuevamente fue incapacitado, esta vez por otro diagnóstico derivado de una enfermedad profesional, en consecuencia, recibió incapacidades de manera ininterrumpida desde esa calenda hasta el 22 de septiembre del presente año.    

Según una certificación expedida por la Nueva EPS, del 17 de agosto de este año, es visible que le han otorgado las mencionadas incapacidades de manera ininterrumpida,  empero ninguna de ellas ha sido autorizada y/o pagada, debido a que se originaron en un accidente laboral – enfermedad profesional.
Dijo que su empleador le canceló el salario hasta junio de este año, momento en el cual le advirtieron que no seguirían haciéndolo, debido a que es el sistema de seguridad social el que debe costear dicho pago. 

Con ello se vulneran los derechos fundamentales invocados, habida cuenta de que en la actualidad está desprotegido del pago de la prestación por los meses de julio, agosto y septiembre del año 2018, así como de los que se causen en el futuro.   
Hizo claridad en punto a que, previamente, en otra acción de tutela similar a esta, se le ampararon los mismos derechos fundamentales que aquí invoca y, en tal virtud, se le ordenó a Colpensiones pagar las incapacidades originadas entre el 20 de febrero del año 2017 y el 5 de agosto del mismo año, así como de las que se generaran con posterioridad hasta ser calificado o hasta el día 540.
No obstante, es inexistente un actuar temerario, porque en aquella se ordenó el pago de las incapacidades derivadas del diagnóstico “S337 de accidente de trabajo”, en cambio en esta las incapacidades, cuyo pago se reclama, tienen como origen un diagnóstico denominado “M511 enfermedad profesional”. 

Pidió, por tanto, ordenar a las entidades demandadas, reconocer, liquidar y pagar el subsidio de las incapacidades que se han generado desde el 5 de diciembre del año 2017 hasta el 22 de septiembre del año 2018 y las que se generen en el futuro, hasta tanto el médico tratante lo determine. 

Con la demanda aportó, entre otros documentos, copia de las incapacidades médicas
.
El despacho de primer grado, con auto del 3 de octubre  del año 2017, dispuso el trámite de rigor y ordenó las citadas vinculaciones
.
La Sociedad JIRO S.A., por conducto de su representante legal, coadyuvó las pretensiones del amparo, en el sentido de que se conmine a las entidades del Sistema General de Seguridad Social, bien sea la E.P.S. o la A.R.L., a reconocer y pagar las incapacidades a las que tiene derecho el accionante. Indicó que si bien trasladó a los empleados de su empresa a otra A.R.L., eso se lo permite el artículo 21 de la ley 776 de 2012, pues su obligación se limita a afiliar y cotizar. Aportó copia de las planillas de pago de cotización
.
Por medio de apoderado judicial, la Nueva E.P.S., denunció que es incoherente el escrito de tutela, en tanto se formula como pretensión el pago de las incapacidades desde el 5 de diciembre del año 2017 hasta el 22 de septiembre del presente año, cuando se manifiesta que el empleador pagó las incapacidades hasta el mes de junio.

Adujo falta de legitimación en la causa y explicó que las pretensiones se encuentran direccionadas hacia las aseguradoras de riesgos laborales POSITIVA, ARL SURA y LIBERTY. Solicitó su desvinculación. 

La apoderada especial de Liberty Seguros de Vida S.A., solicitó declarar la improcedencia del amparo frente a esa aseguradora, ya que las incapacidades radicadas por el accionante han sido devueltas porque no guardan relación con el evento en cobertura
. 
El representante legal judicial de Seguros de Riesgos Laborales Suramericana S.A. – A.R.L. SURA, informó que el accionante presenta vinculación activa desde el 1° de febrero del año 2017 y que el accidente del que se derivan las patologías del actor data del 15 de mayo del año 2016, por lo tanto cualquier accidente que el beneficiario hubiere sufrido previamente a la afiliación, no es responsabilidad de dicha aseguradora, sino de aquella a la que estuviera afiliado en esa oportunidad. Dijo no estar legitimado en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación.
 
El representante legal segundo suplente de la Empresa de Energía de Pereira S.A. – E.S.P.,  hizo saber que tiene en dicha entidad se tienen establecidos unos protocolos y medidas de seguridad para las labores que ejecuta tanto el personal de planta, los contratistas quienes trabajen en virtud de procesos tercerizados.
 

Sobrevino el fallo de primer grado que, por carecer el amparo de los presupuestos de subsidiaridad e inmediatez, declaró improcedente el amparo.
Para así decidir, explicó que el accionante desde hace más de 10 meses se enteró de que las entidades encargadas de realizar los pagos  los estaban omitiendo y se confió de la solidaridad de su empleador; adicionalmente hubo desidia porque dejó de recurrir  los actos administrativos por medio de los cuales la aseguradora Liberty estableció que el origen de las patologías no guardaba relación con el accidente laboral. Indicó que el accionante cuenta con la vía ordinaria para conjurar la problemática que plantea y que debió iniciar un incidente de desacato para hacer cumplir la sentencia del 5 de julio del año 2017 
.
Con posterioridad al fallo compareció el gerente de defensa judicial de Colpensiones para indicar que, con fundamento en la calificación de origen de la enfermedad realizado por la Nueva E.P.S. el 18 de diciembre del año 2017, en el que se estableció el aquel era laboral, es obligación de la A.R.L., a la que se encuentre afiliado el accionante, cubrir el valor del subsidio deprecado. Por falta de legitimación en la causa por pasiva, solicitó su desvinculación
. 
Inconforme con la sentencia, impugnó el actor para insistir en que carece de medios de subsistencia y que las vías judiciales ordinarias carecen de eficacia para salvaguardar sus derechos fundamentales; hizo hincapié en que en este caso se supera el principio de inmediatez, porque si bien desde diciembre del año 2017 las entidades del sistema de seguridad social no pagaban las incapacidades, lo cierto es que su empleador, con base en el principio de solidaridad, lo estaba haciendo, por eso solo hasta junio dejó de percibir el subsidio; en relación con el principio de subsidiaridad, se opuso al argumento de que deba iniciar un incidente de desacato por la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, porque su médico le ordenó el reintegro laboral entre el 5 de agosto y el 5 de diciembre del año 2017.
   
CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991, en la Carta Política, la acción de tutela, como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

Aquí, pretende el accionante la defensa de los derechos arriba señalados, vulnerados, dijo, por las entidades demandadas, por la falta de pago de las incapacidades laborales otorgadas, con ocasión al menoscabo de su salud, producto de una enfermedad profesional, diagnosticada el 9 de octubre del año 2017.
  



Preciso es señalar que si bien la jurisprudencia tiene decantado que, en principio, la acción de tutela carece de idoneidad para reclamaciones de tipo laboral o prestacional, ya que ha sido concebida como un mecanismo residual y subsidiario para la protección o restablecimiento de los derechos fundamentales y procede cuando no existe otro mecanismo de defensa o cuando existiendo el mismo es ineficaz para el goce pleno de los derechos, lo cierto es que éste bien puede considerarse como uno de esos especiales casos en los que la situación se tiene que analizar desde la perspectiva de la vulneración del mínimo vital de una persona que, por causa de una enfermedad general o profesional, o un accidente, cae en incapacidades que le deben generar una retribución a cargo de alguna de las entidades del SGSS, pero no se le reconocen. 

  



Recientemente, recordó la Corte Constitucional, en la sentencia T-020 de 2018: 

Sobre la procedencia del mecanismo de tutela para obtener el pago de incapacidades laborales, en la sentencia T-643 de 2014 se argumentó que:

“Si bien por regla general las reclamaciones de acreencias laborales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria, ha sostenido esta Corporación que la acción de tutela, de manera excepcional, resultará procedente para reconocer el pago de incapacidades médicas. Esto, en el entendiendo que al no contar el trabajador con otra fuente de ingresos para garantizar su sostenimiento y el de las personas que dependan de él, la negativa de una E.P.S de cancelar las mencionadas incapacidades puede redundar en una vulneración a los derechos al mínimo vital, seguridad social y vida digna, caso en el cual es imperativa la intervención del juez constitucional”.

Recientemente en la Sentencia T-200 de 2017 se consideró: “En consecuencia, el pago de incapacidades tiene una estrecha relación con la garantía del derecho al mínimo vital, a la salud y a la vida digna, en los periodos en los cuales la persona no se encuentra en condiciones adecuadas para realizar labores que le permitan obtener un salario. Con estas reglas, la Corte reconoce implícitamente que sin dicha prestación, es difícilmente presumible que se estén garantizando los derechos mencionados”.
Ha sido criterio pacífico de esta Corporación la procedencia de la acción de tutela para obtener el pago de incapacidades laborales, cuando, tal como se expuso, se vean comprometidas las garantías fundamentales del afectado. 

  



En ese orden de ideas, contrario a lo esgrimido en primera instancia, el amparo es procedente porque lo que aquí se alega, precisamente, es la conculcación al derecho fundamental al mínimo vital derivado de la falta de subvención por incapacidad de una persona de especial protección constitucional, que viene reportándose incapacitada desde hace más de 10 meses. 





En consecuencia, comoquiera que la falta de pago se debe a una controversia entre la E.P.S y la A.R.L a las que está afiliado el accionante, lo que es menester es definir a cargo de cuál entidad debe realizarse el pago de la prestación deprecada. 





Antes de emprender ese análisis debe advertirse que la razón está de parte del señor Gálvez Orozco cuando niega actuar en forma temeraria, pese a que existe otra sentencia en la que se le concedió el pago de otras incapacidades; y así es porque con posterioridad a esa providencia, se ordenó su reintegro laboral, previa calificación del facultativo tratante; lo que sucede es que después, cuando ya había trabajado un tiempo, lo aquejó otra patología, que generó incapacidades hasta el 22 de septiembre de este año, que son el objeto de este amparo. 





Tampoco se advierte el incumplimiento de la inmediatez que le reclama el Juzgado, porque es claro que su derecho al mínimo vital, que es el que aquí se compromete, venía siendo amparado por su empleador, a pesar de la negativa de las entidades que conforman el sistema, con lo cual, hasta el momento en que así ocurrió se le hubiera podido enrostrar, caso de haber acudido a esta excepcional vía, una carencia de vulneración del mismo. Y como esa retribución dejó de percibirla para el mes de julio del presente año, es evidente que su intervención ante el juez constitucional se advierte oportuna. 




Superados estos presupuestos de procedibilidad, el estudio se centrará en constatar cuál es la entidad que debe pagar las incapacidades expedidas durante y con posterioridad a los meses de julio, agosto y septiembre de este año; en consideración a que según se informó en la demanda, la retribución causada hasta junio fue cubierta, en virtud del principio de solidaridad, por su empleador. 





Para el efecto, se advierte que es inexistente un dictamen definitivo sobre el origen de la contingencia y se suscita una controversia, en ese punto entre La Nueva E.P.S y la ARL SURA, por lo que es menester recordar lo que sobre ese aspecto ha señalado la Corte Constitucional. 





6.2. En la sentencia T-786 de 2009
, se sostuvo que cuando no se sabe quién es el responsable de cubrir determinadas incapacidades laborales, pero se tiene certeza que alguien debe pagarlas, o de lo contrario se le ocasionaría al trabajador una afectación inconstitucional en su derecho al mínimo vital, el juez de tutela debe obrar con la misma prontitud y señalar un responsable provisional del cumplimiento de esta obligación para efectos de conjurar la amenaza o hacer cesar la violación fundamental. En todo caso, se dejará a salvo para este último la facultad de repetir contra quien crea que es el verdadero obligado, de acuerdo con la ley y los reglamentos correspondientes. En palabras textuales, dijo:





“3.3. La tutela es, entonces, procedente en ciertos casos para obtener el pago de incapacidades laborales. Cuando lo es, la tutela debe ser resuelta con una definición provisional acerca del sujeto que en principio está obligado al pago de las referidas incapacidades. Pero, la definición que al respecto pueda dar el juez de tutela en nada determina el verdadero y real origen que, de acuerdo con la ley y los reglamentos correspondientes, tienen la enfermedad o el accidente sufrido por el tutelante. Si alguna provisión se adopta en ese sentido, está justificada porque del pago de las incapacidades depende la garantía del mínimo vital del peticionario y de su familia. De manera que si el sujeto destinatario de las órdenes con las que concluyan las sentencias de tutela en esta materia, estima que es otro sujeto el que debe correr con ellas, debe iniciar el correspondiente trámite regular que el ordenamiento dispone para la definición del origen de las enfermedades o los accidentes, y para la consecuente determinación del sujeto legal y reglamentariamente obligado al pago de la prestación”.

 



6.3. Ahora bien, el hecho de que la definición sea provisional, no significa que pueda ser caprichosa o irrazonable. La ley y los reglamentos, tal como han sido interpretados por la jurisprudencia constitucional, ofrecen todo un haz de reglas para determinar prima facie cuáles sujetos están obligados al pago de las incapacidades laborales de los trabajadores independientes. Si bien en esta sentencia no se pretende hacer una referencia exhaustiva de las mismas, de una lectura de la normativa correspondiente puede decirse cuando menos lo siguiente:

 



En primer lugar, a las Entidades Promotoras de Salud –EPS– les corresponde correr con las prestaciones económicas derivadas de la incapacidad laboral en que incurra un trabajador independiente, por regla general, cuando la enfermedad que la ocasiona sea de origen común. Esto se deriva, especialmente, del texto del artículo 206 de la Ley 100 de 1993, cuando dispone: “[p]ara los afiliados de que trata el literal a) del artículo 157, el régimen contributivo reconocerá las incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes”.
 



Por su parte, a las Administradoras de Riesgos Laborales –ARL­– les corresponde correr con las prestaciones económicas por incapacidad laboral causada por enfermedad o accidente de origen profesional. Esto significa que estas entidades solo están llamadas a responder por las incapacidades laborales cuando haya un dictamen que califique el accidente o la enfermedad que las ocasiona como de origen profesional, pues el Decreto 1295 de 1994
, dispone en su artículo 12 que “[t]oda enfermedad o patología, accidente o muerte, que no hayan sido clasificados o calificados como de origen profesional, se consideran de origen común”.





Perfilado el asunto, con la certeza de que las incapacidades deben ser pagadas, es necesario echar mano de todo lo que obra en el expediente para arribar a alguna conclusión razonable en torno a cuál es el origen de la contingencia del solicitante.





Para el efecto recuérdese:

1. El 15 de mayo del año 2016 el demandante sufrió un accidente, debido al cual estuvo incapacitado hasta el 5 de agosto de 2017
.
2. En tal virtud le fueron expedidas incapacidades hasta el 5 de agosto del año 2017 con diagnóstico S337 “ACCIDENTE DE TRABAJO”
.
3. Esas incapacidades en virtud al fallo que profirió el Juzgado 4° Civil del Circuito de Pereira el 5 de julio del año anterior
 fueron pagadas por Colpensiones
. 

4. Luego de un receso, le fueron expedidas, desde el 9 de octubre del año 2017 incapacidades con diagnóstico M511 “ENFERMEDAD PROFESIONAL”
. 

5. Esas incapacidades según informó el accionante fueron pagadas hasta el mes de junio por el empleador JIRO S.A.

6. Con posterioridad a ese mes, en el expediente reposan incapacidades, con ese mismo número de referencia “M511”, por los siguientes intervalos (i) desde el 14-07-18 hasta el 12-08-18 (f. 28), (ii) desde el 09-08-18 hasta el 23-08-18, (iii) desde el 24-08-18 hasta el 07-09-18  y (iv) desde el 08-09-18 hasta el 22-09-18
.

7. El 18 de diciembre del año 2017, el médico laboral regional Eje Cafetero estableció que el origen de las patologías del accionante, eran todas de “ORIGEN LABORAL”
.
8. El 28 de diciembre de ese mismo año, la apoderada especial de la A.R.L. SURA, no aceptó la calificación que sobre el origen impartió la nueva E.P.S.

9. En tal virtud, el 13 de abril del año 2018 el profesional de medicina laboral de la Nueva E.P.S., remitió el expediente contentivo de la controversia, con destino a la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, con el fin de que allí se dirimiera el asunto y se estableciera la calificación de origen en primera oportunidad de las enfermedades del accionante
.

Con ese derrotero, al margen de que la A.R.L. se hubiera opuesto a la calificación del origen emanado de la E.P.S., la inferencia razonable en este caso es, sin duda, que el origen de la enfermedad del accionante es profesional, así se afirma porque los diagnósticos adosados al plenario confluyen de manera común, en el accidente de trabajo ocurrido el 15 de mayo de 2016, es insostenible cualquier argumentación en la que se omita valorar ese incidente que pudo, muy probablemente, ser el origen de las contingencias que hoy en día aquejan al demandante. 
Sin embargo, como pacíficamente lo explica la jurisprudencia, la conclusión a la que aquí se llega,  no es definitiva y solo tiene como objeto la protección perentoria de los derechos fundamentales del accionante; con todo, pende de la decisión que la Junta Regional de Calificación de Invalidez tome sobre el asunto, evento en el cual, de resultar que el origen de las contingencias del demandante, es común, abiertas estarán las puertas para que se realicen los cobros de rigor entre las entidades aquí convocadas. 
Así que, siguiendo la jurisprudencia transcrita, no es desproporcionado, imponerle a la A.R.L., la obligación de solventar la subvención deprecada hasta tanto se normalice la coyuntura que atraviesa su usuario; máxime cuando él se reporta afiliado a esa aseguradora, desde el 1° de febrero del año 2017
, es decir, antes del diagnóstico realizado el 9 de octubre de ese año, que es el origen de la coyuntura que atraviesa y que aquí es objeto de análisis. 
En tal virtud, siguiendo los lineamientos establecidos por la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, se ordenará a la ARL SURA efectuar el pago de las incapacidades desde el 14 de julio hasta el 22 de septiembre de este año, y de todas aquellas que se generen con posterioridad.

En lo que atañe con el momento hasta el cual debe pagar el subsidio o la condición que debe presentarse para que lo detenga, se tendrá en cuenta lo reciente explicado por la Corte Constitucional
.




En relación con las incapacidades por enfermedad de origen laboral, el artículo 1 del Decreto 2943 de 2013
 preceptúa que las Administradoras de Riesgos Laborales serán las encargadas de asumir el pago de las incapacidades laborales con ocasión de un accidente de trabajo o enfermedades laborales, desde el día siguiente a la ocurrencia del hecho o diagnóstico; pago que se surtirá, por parte de las ARL, “(…) hasta que: (i) la persona quede integralmente rehabilitada y, por tanto, reincorporada al trabajo; (ii) se le califique su estado de incapacidad parcial permanente y en este caso se indemnice; o (iii) en el peor de los casos se califique la pérdida de capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, adquiriendo el derecho a la pensión de invalidez
” (Se destaca).
  



Corolario de lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada, para en su lugar, conceder el amparo deprecado y ordenar a la ARL SURA, reconocer y pagar las incapacidades en los términos en los que se estableció en precedencia, sin perjuicio de que esa aseguradora pueda repetir contra la que considere responsable, una vez se defina la controversia sobre el origen de la contingencia; por último se absolverá a las demás entidades convocadas al trámite. 

  



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia proferida el 9 de octubre de 2018, por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en esta acción de tutela propuesta por José Fernando Gálvez Orozco, frente a la la Nueva E.P.S., Colpensiones, Seguros de Riesgos Laborales Suramericana S.A. – Sura A.R.L. y Liberty Seguros A.R.L.
En su lugar CONCEDE el amparo deprecado y en consecuencia 
1. Se ORDENA a la A.R.L SURA, por conducto de su representante legal o quien haga sus veces, reconocer y pagar al accionante, las incapacidades emitidas desde el 14 de julio hasta el 22 de septiembre de este año y de todas aquellas que se generen con posterioridad hasta cuando el accionante (i) quede integralmente rehabilitado y, por tanto, reincorporado al trabajo; (ii) se le califique su estado de incapacidad parcial permanente y en este caso se indemnice; o (iii) en se califique su pérdida de capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, adquiriendo el derecho a la pensión de invalidez. 
Sin perjuicio de que ésta pueda repetir contra la que considere responsable, una vez se defina la controversia sobre el origen de la contingencia.
2. Se absuelve a las demás entidades convocadas a este asunto.  

Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� MP María Victoria Calle Correa. En esta ocasión la Sala Segunda de Revisión consideró que se vulneraba el derecho fundamental al mínimo vital de una persona, cuando la ARP y la EPS a la que se encontraba afiliado, se negaban a cancelarle el subsidio por la incapacidad laboral temporal que le había sido debidamente dictaminada, pese a que toda su familia dependía de su pago para satisfacer sus necesidades básicas más elementales. Según se extrae de los hechos de la tutela, se presentó una controversia en torno al origen de la enfermedad padecida por el trabajador, hecho que generó que ninguna de las entidades responsables asumiera el pago de la prestación reclamada. La Sala estimó que debía señalarse un responsable provisionalmente, en tanto las controversias administrativas no eran una razón legítima para postergarle a una persona la protección que merecía. Con fundamento en ello, señaló que era la EPS quien debía proceder al pago de las incapacidades, porque la enfermedad concreta que se reputaba causante de las mismas no había sido calificada específicamente, de acuerdo con el procedimiento legal, como de origen profesional y mientras no hubiere una determinación puntual definitiva en ese aspecto, la enfermedad se reputaba de origen común. En el mismo sentido, puede consultarse la sentencia T-404 de 2010 (MP María Victoria Calle Correa), en la cual se resolvió igualmente una controversia relacionada con la entidad responsable de asumir el pago de las incapacidades laborales solicitadas por un trabajador. Frente a este hecho, se señaló un responsable provisional partiendo de las normas legales que regulaban el asunto y considerando que las controversias internas entre las entidades a cargo no debían afectar al usuario interesado en el pago de la prestación económica.
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